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DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE APRUEBA 
EL REGLAMENTO GENERAL DE LA LEY DE CÁMARAS OFICIALES DE

COMERCIO, INDUSTRIA Y NAVEGACIÓN DE LA REGIÓN DE MURCIA

De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 
16 de Julio, y de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y 
Funcionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de 
Murcia, en su sesión celebrada el día 30 de junio de 2006, acuerda aprobar por una-
nimidad el siguiente

D i c t a m e n

I. ANTECEDENTES

Consejo Económico y Social de la Región 
de Murcia.

Este Proyecto tiene su antecedente 
inmediato en la Ley 9/2003, de 23 de 
diciembre, de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Navegación de la 
Región de Murcia, que en su disposición 
final segunda concede el plazo de un año 
desde la entrada en vigor de la misma 
para que el Consejo de Gobierno apruebe 
la normativa de desarrollo. Es una Ley 
aprobada de acuerdo con la competencia 

Con fecha 1 de junio de 2006 ha 
tenido entrada en este Consejo el escrito 
remitido por el Excmo. Sr. Consejero de 
Turismo, Comercio y Consumo en el que 
remite el Proyecto de Decreto por el que 
se aprueba el Reglamento General de la 
Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación de la Región 
de Murcia, a efectos de la emisión del 
preceptivo Dictamen de este Órgano de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5 
de la Ley 3/1993, por la que se crea el 
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asumida por la Región de Murcia en el 
artículo 11.10 del Estatuto de Autonomía, 
aprobado por la Ley Orgánica 4/1982, 
de 9 de junio, en su redacción dada por 
la Ley Orgánica 1/1998, de 15 de junio, 
donde se atribuye a la Comunidad Au-
tónoma de Murcia, en el marco de la le-
gislación básica del Estado, el desarrollo 
legislativo y la ejecución en materia de 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria 
y Navegación localizadas en el territorio 
regional.

El Anteproyecto de la citada Ley 
9/2003 fue sometido a la preceptiva con-
sulta de este Consejo, resuelta mediante la 
aprobación unánime del Pleno en sesión 
de 14 de febrero del Dictamen 4/2003. El 
apartado de antecedentes de ese Dictamen 
expone brevemente el proceso histórico 
de creación de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Navegación de la 
Región de Murcia (en lo sucesivo, las 
Cámaras) en los finales del siglo XIX. 
También reseña los principales hitos 
normativos de estas entidades a lo largo 
del pasado siglo hasta la promulgación 
de la Ley 3/1993, de 22 de marzo, de 
Cámaras Oficiales de Comercio, In-
dustria y Navegación, que supuso una 
adaptación importante de la normativa 
sobre estas entidades a las profundas 
transformaciones habidas en los sistemas 
político y económico del país, así como 
de la importante sentencia del Tribunal 
Constitucional emitida en 1996.

Por tanto, para no reiterar lo allí ex-
puesto se refiere seguidamente de forma 
resumida los antecedentes directos del 
Proyecto objeto de Dictamen, el Regla-
mento General de las Cámaras, pues aun-

que éste supone una novedad en el cuerpo 
normativo regional propio su ausencia 
hasta ahora no implica la existencia de 
vacío legislativo en este campo por la 
carencia de una disposición reguladora 
equivalente de ámbito estatal.

Limitándonos a la vigente aún se ha 
de mencionar inicialmente el Decreto de 
Presidencia del Gobierno 1291/1974, 
de 2 de mayo, por el que se aprueba 
el Reglamento General de las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Nave-
gación de España, compuesto de setenta 
y dos artículos, seis disposiciones finales 
y una disposición transitoria. En siete 
capítulos de los que el primero definía 
sus rasgos generales (naturaleza jurídica, 
funciones, obligaciones y delimitación 
territorial), regulaba la organización de 
las Cámaras, el sistema de elecciones, 
su funcionamiento y régimen jurídico, 
el régimen económico, las relaciones 
intercamerales y el Consejo Superior de 
Cámaras.

La primera modificación relevante del 
mismo la materializó el R. D. 753/1978 
y consistió en modificaciones puntuales 
del articulado que afectaron fundamen-
talmente al objetivo que se les asigna, 
adaptado al nuevo sistema político del 
país, funciones, delimitación territorial 
y procedimiento de creación de nuevas 
Cámaras, composición y funciones del 
Pleno, la figura del Secretario General, 
el capítulo regulador de las elecciones y 
aspectos singulares del Consejo Superior 
de Cámaras.

Finalmente, el R. D. 816/1990, de 22 
de junio, procede a la modificación del 
capítulo tercero del Decreto 1291/1974, 
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dedicado al procedimiento de desarrollo 
de las elecciones, en su redacción dada 
por el R. D. 753/1978, configurando una 
nueva redacción.

Esta es la normativa que prevalece 
hasta la aprobación del Proyecto some-
tido a Dictamen, cuya estructura y con-
tenido se resume seguidamente.

II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO

El Proyecto consta de una introduc-
ción que justifica la necesidad de elaborar 
el Reglamento en el mandato establecido 
al efecto en la Ley 9/2003, de 23 de di-
ciembre, de Cámaras Oficiales de Comer-
cio, Industria y Navegación de la Región 
de Murcia. Indica que en su estructura 
se ha seguido la misma sistemática y or-
denación de materias de la Ley evitando 
reproducir contenidos de ésta para evitar 
inseguridad jurídica. En su contenido 
señala que desarrolla los preceptos que la 
Ley de Cámaras exige y relaciona los más 
relevantes. Además, incorpora las nor-
mas de las disposiciones reglamentarias 
anteriores a la vigencia de la Ley 9/2003 
que deben considerarse subsistentes, así 
como determinados principios de la Ley 
Orgánica 5/1985, de Régimen Electoral 
General en lo relativo a la Junta Elec-
toral, con las necesarias adaptaciones. 
Y ciertos preceptos de diversas normas 
autonómicas, preferentemente de rango 
reglamentario pero también con rango 
de ley, y lo establecido en determinadas 
disposiciones de la Comunidad Autóno-
ma de la Región de Murcia.

El texto del Reglamento es aprobado 
en un artículo único al que sigue una 
disposición transitoria que concede a 
las Cámaras un plazo de tres meses para 

adaptar sus Reglamentos de Régimen 
Interior, una disposición derogatoria de 
toda norma de igual o inferior rango que 
se oponga a lo dispuesto en el texto y 
una disposición final que determina su 
entrada en vigor a los veinte días de su 
publicación en el B.O.R.M. 

De sesenta artículos consta el regla-
mento integrados en siete capítulos. El 
artículo 1, que forma exclusivamente 
el capítulo primero que se denomina 
Disposiciones generales, establece que su 
objeto es el desarrollo y ejecución de la 
Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación de la Región de 
Murcia.

Con cuatro artículos cuenta el capí-
tulo segundo, llamado Ámbito territorial. 
El artículo 2 afirma que las Cámaras de 
la Región existentes y su ámbito territo-
rial serán las definidas en el artículo 4 de 
la Ley (toda referencia que se haga a la 
Ley será a la 9/2003).

El artículo 3 les permite crear dele-
gaciones territoriales según lo establecido 
en el artículo 5 de la Ley. 

El artículo 4 regula el procedimiento 
para alterar las demarcaciones territoria-
les. La solicitud se presentará ante la Con-
sejería competente y se deberá acreditar 
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que se cumplen los requisitos exigidos 
en el artículo 6.1.c) de la Ley, así como 
relación detallada de todos los electores 
que la suscriben los cuales han de repre-
sentar a menos el 50% de las cuotas de 
los términos municipales afectados. La 
Consejería trasladará un ejemplar a cada 
Cámara, que disponen de un mes para que 
los Comités Ejecutivos eleven una pro-
puesta al Pleno, que deberá pronunciarse 
en el mes siguiente. La Consejería soli-
citará del Consejo Superior de Cámaras 
de Comercio y del Consejo de Cámaras 
de Comercio de la Región de Murcia los 
dictámenes no vinculantes a que se refiere 
el artículo 6.2 de la Ley.

El artículo 5 desarrolla el proce-
dimiento de fusión e integración de 
Cámaras. Sigue en su fase inicial un 
sistema similar al anterior hasta que tras 
el Pleno cada Cámara elevará el acuerdo 
adoptado a la Consejería competente para 
su posterior aprobación, si procede, por 
Decreto del Consejo de Gobierno en el 
plazo de seis meses. En este Decreto se 
especificarán todas las determinaciones 
correspondientes al régimen patrimonial, 
económico y de personal de las Cámaras 
afectadas por el proceso de fusión o inte-
gración, así como —en caso de integra-
ción— las disposiciones relativas al cese 
de los órganos de gobierno de la Cámara 
integrada o, en su caso, fórmulas de par-
ticipación en los órganos de gobierno de 
la Cámara en la que se integra.

En los supuestos de fusiones e inte-
graciones de Cámaras contemplados en 
el apartado 3 del artículo 7 de la Ley, el 
procedimiento se iniciará por Orden del 
Consejero competente que se notificará 

a las Cámaras afectadas, para que en el 
plazo de un mes, como mínimo, formulen 
las alegaciones que estimen convenien-
tes. El acuerdo de fusión se adoptará por 
Decreto del Consejo de Gobierno con un 
contenido similar al anterior. Previamente  
serán oídos el Consejo Superior de Cáma-
ras, el Consejo de Cámaras de la Región 
de Murcia y las restantes Cámaras que 
existan en la Región.

De dos artículos se compone el capí-
tulo tercero, Funciones. El artículo seis 
relaciona las funciones de las Cámaras y 
remite a la relación expuesta en el artícu-
lo 8 de la Ley. Respecto  a la forma de 
desarrollarlas remite al Reglamento de 
Régimen Interior de cada Cámara o se 
determinen por la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia.

El artículo 7 establece que la delega-
ción de funciones en las Cámaras a que 
se refiere el artículo 9 de la Ley se llevará 
a cabo mediante Orden del Consejero 
correspondiente.

El capítulo cuarto se refiere a la 
Organización. El artículo 8, primero de 
los dieciocho que lo componen distribui-
dos, al margen de éste, en seis secciones  
determina que los órganos de gobierno 
son el Pleno, el Comité Ejecutivo y el 
Presidente.

El artículo 9 regula la composición 
del Pleno, que estará de acuerdo con el 
artículo 12 de la ley. En cuanto a los voca-
les electos previstos en el artículo 1.a) del 
citado artículo determina que se llevará 
a cabo en la forma que se establezca en 
los respectivos Reglamentos de régimen 
interior de cada Cámara, al igual que 
los vocales a que se refiere el apartado 
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b) de dicho artículo 12, proponiendo las 
organizaciones empresariales la lista de 
candidatos con una antelación de siete 
días hábiles a la fecha de toma de pose-
sión de los vocales electos para que sean 
designados por la Consejería competente. 
También el sistema a seguir en el caso de 
los vocales cooperadores lo establecerán 
los respectivos Reglamentos de régimen 
interior. La estructura y composición del 
Pleno de cada Cámara se adecuará a la 
estructura económica de la demarcación 
de la misma. Estarán distribuidos en gru-
pos, de forma que tengan representación 
proporcional todos los intereses económi-
cos, ponderando en función al concepto 
de recursos camerales permanentes y al 
número de electores que figuren en el 
censo electoral. Los grupos podrá divi-
dirse en categorías.

El artículo 10 regula el funcio-
namiento del Pleno, que se reunirá en 
sesiones ordinarias y extraordinarias. 
La periodicidad de las primeras las de-
terminará el Reglamento de Régimen 
Interior, pero con un mínimo de cuatro, 
y fija criterios para la celebración de 
las segundas (solicitud del número de 
miembros que establezca el Reglamento 
de régimen interior, adopción de acuerdos 
relativos a la modificación del referido 
Reglamento, reglamento de personal o 
convenio colectivo), incluyendo la posi-
bilidad de la convocatoria con carácter de 
urgencia. También regula la forma para la 
constitución válida del Pleno, el quorum 
de asistencia y las mayorías necesarias 
para adoptar acuerdos, procedimiento 
de convocatoria y la documentación a 
facilitar a los miembros.

El artículo 11 relaciona las funcio-
nes del Pleno que serán las fijadas en el 
artículo 12.6 de la Ley. Destacan, entre 
otras, acordar la formalización de conve-
nios de colaboración, la participación en 
asociaciones y consorcios, acordar actos 
o disposiciones económicas cuando su 
importe supere el 15% del presupuesto 
anual de la Cámara, crear Delegaciones 
territoriales, crear a su vez Comisiones 
Consultivas y Ponencias, y conceder 
honores y distinciones.

El artículo 12 regula la composi-
ción del Comité Ejecutivo y para ello 
reproduce básicamente el contenido del 
artículo 13, apartados 1 a 3, de la Ley. 
Es el órgano permanente de gestión y 
administración, tendrá un máximo de 
diez miembros elegidos por el Pleno entre 
sus miembros electos y cooptados, serán 
cargos elegibles el de Presidente (el de la 
Cámara), el tesorero y los vicepresidentes 
hasta un máximo de tres), y se faculta a la 
Consejería competente para que nombre 
un representante.

El artículo 13 desarrolla el funcio-
namiento de dicho Comité. Le permite 
celebrar reuniones ordinarias, con la pe-
riodicidad que determine el Reglamento 
de Régimen Interior, extraordinarias 
a propuesta del Presidente o de cierto 
número de miembros del propio Comité 
Ejecutivo, y extraordinarias con carácter 
de urgencia. Define la asistencia necesaria 
para la constitución válida (mitad más 
uno de sus miembros contando entre ellos 
con el Presidente y Secretario General o 
quien le sustituya y sin contabilizar las 
vacantes para determinar el quórum), la 
antelación mínima con que se convocará 
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las reuniones (cuarenta y ocho horas sal-
vo en las urgentes que serán veinticuatro 
horas), y la disposición en la Secretaría 
General de la Cámara de información 
sobre los asuntos a tratar.  

El artículo 14 relaciona detallada-
mente las funciones del Comité Ejecuti-
vo. Entre las más relevantes, dirigir las 
actividades de la Cámara, proponer los 
proyectos de Reglamento de Régimen 
Interior y el de Personal, proponer los 
proyectos de presupuestos, acordar actos 
o disposiciones económicas cuando su 
importe sea inferior al 15% del presu-
puesto anual de la Cámara, proponer 
al Pleno la creación de Delegaciones 
territoriales y de Comisiones Consulti-
vas y Ponencias, proponer al Pleno la 
aprobación de la plantilla, acordar la in-
terposición de acciones y recursos admi-
nistrativos y judiciales, formar y revisar 
anualmente el censo electoral, intervenir 
en el proceso para el cobro de las cuotas, 
acordar las bases de contratación y otras 
que pudieran serle atribuidas. Algunas de 
estas funciones pueden ser delegadas en 
el Presidente.

El artículo 15 establece que el 
Presidente será elegido por el Pleno de 
entre sus vocales electos y cooptados a 
que se refiere el artículo 12 de la Ley 
por un mandato de duración igual al de 
éstos. Se requiere la mayoría prevista en 
el Reglamento de Régimen Interior de 
cada Cámara. Ésta  no podrá ser inferior 
a la mayoría absoluta de los miembros 
del Pleno sin considerar las posibles 
vacantes.

El artículo 16 señala las funciones, 
algunas de ellas delegables, del Pre-

sidente, a quien corresponde la repre-
sentación de la Cámara. Básicamente, 
disponer cuanto considere conveniente 
para el gobierno de la Corporación, 
velar por la ejecución de los acuerdos, 
Presidir el Pleno, el Comité Ejecutivo y 
todas las Comisiones y Ponencias de la 
Cámara dirimiendo los empates con voto 
de calidad, decidir sobre las propuestas 
que le haga la Secretaría General, dis-
poner cuanto considere conveniente en 
lo que se refiere al régimen económico 
de la Cámara incluido la expedición de 
libramientos y órdenes de pago y cobro, 
visar las actas de las sesiones de los 
órganos colegiados de la Cámara y las 
certificaciones de los acuerdos de los 
órganos colegiados, y ejercer las com-
petencias que le deleguen el Pleno o el 
Comité Ejecutivo.

El artículo 17 regula la figura del 
vicepresidente o vicepresidentes. Éstos 
sustituirán al presidente en todas sus 
funciones en los supuestos de ausencia, 
vacante y enfermedad, y ejercerán las 
funciones que les sean delegadas. El 
procedimiento de elección de los vice-
presidentes se ajustará a lo establecido 
en el artículo 13.1 de la Ley.

El artículo 18 requiere que cada 
Cámara tenga un Tesorero, que custodiará 
los fondos, valores y efectos de la Cáma-
ra, supervisará la contabilidad y firmará 
todos los documentos de cobros y pagos. 
El procedimiento de elección del tesorero 
se ajustará a lo establecido en el artículo 
13.1 de la Ley.

El artículo 19 determina que la con-
dición de miembro del Pleno y del Co-
mité Ejecutivo se perderá por cualquiera 
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de las causas previstas en el artículo 15.1 
de la Ley, siguiendo el procedimiento 
establecido en el Reglamento de Régimen 
Interior y dando audiencia al interesado. 
Contra el acuerdo del Pleno el interesa-
do podrá interponer los recursos a los 
que se refiere el artículo 45 de la Ley. 
La Consejería competente en materia de 
Cámaras podrá requerirla para que incoe 
el oportuno procedimiento si aprecia la 
concurrencia de alguna de las causas 
previstas en el artículo 15.1 de la Ley 
respecto de uno o varios miembros del 
Pleno o del Comité Ejecutivo. 

El artículo 20 remite a los apartados 
3, 4 y 5 del artículo 15 de la Ley en lo 
que concierne al cese del Presidente y de 
los miembros del Comité Ejecutivo.

El artículo 21 establece que las 
vacantes producidas en el Pleno se 
proveerán mediante elección en el gru-
po o categoría según el procedimiento 
previsto en el Reglamento de régimen 
interior, y si afecta al Comité Ejecutivo 
o a la Presidencia se cubrirán en el orden 
indicado una vez resuelta la del Pleno. 
Si es por causa distinta a la terminación 
del mandato se seguirá lo previsto en el 
presente Reglamento y en el Reglamento 
de régimen interior. La persona elegida 
para cubrir una vacante ocupará el cargo 
por el tiempo que reste para cumplir el 
mandato regular.

El artículo 22 indica que la condi-
ción de vocal cooperador se pierde por las 
mismas causas previstas en el artículo 20 
del presente Reglamento o por acuerdo 
del Pleno, y sólo se cubrirán si el Pleno 
así lo acuerda y por el tiempo que reste 
para cumplir el mandato regular.

El nombramiento del Secretario 
General se regirá por lo establecido en 
el apartado 2 del artículo 16 de la Ley 
según exige el artículo 23. Sólo podrá 
ser destituido por la comisión de alguna 
de las faltas que en la legislación de la 
Función Pública tengan la consideración 
de muy graves, por apreciación del Pleno 
y mediante acuerdo motivado adoptado 
por la mitad más uno de sus miembros, 
en sesión extraordinaria convocada al 
efecto, y previa instrucción de expediente 
por parte del Comité Ejecutivo, en el que 
se dará audiencia al interesado. Contra la 
resolución, que no pone fin a la vía ad-
ministrativa, podrá interponerse recurso 
ante el Consejero competente.

El artículo 24 relaciona las funcio-
nes del Secretario General, que además 
de las previstas en el artículo 16.1 y 3 
de la Ley serán las de convocatoria de 
las sesiones de los órganos colegiados y 
su asesoramiento, dar fe de lo actuado, 
responsabilizarse de los libros de actas, 
expedir certificados y otras que se le 
pudieran delegar.

En casos de vacante, ausencia o en-
fermedad del Secretario General éste será 
sustituido en el ejercicio de sus funcio-
nes por quien determine el Reglamento 
de régimen interior, según prescribe el 
artículo 25.

El artículo 26 prevé que el Regla-
mento de régimen interior contemple la 
existencia de un Secretario adjunto o 
Vicesecretario, que nombrará el Pleno.

El capítulo quinto desarrolla el ré-
gimen electoral en veintiún artículos que 
componen tres secciones. El artículo 27 
se refiere a los electores, que serán quie-
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nes reúnan los requisitos establecidos en 
los artículos 19 y 20 de la Ley. Las perso-
nas naturales o jurídicas con actividades  
de diversos grupos del censo tendrán 
derecho de sufragio activo y pasivo en 
cada uno. Y si ejercen varias actividades 
pertenecientes a distintas categorías de un 
mismo grupo se les acumularán todas las 
cuotas que paguen dentro de este grupo 
para determinar la categoría en que ha-
brán de ejercer su derecho de sufragio 
activo o pasivo.

Según el artículo 28 los empresa-
rios individuales ejercerán su derecho 
de sufragio activo personalmente y los 
menores e incapacitados por medio de 
las personas que tengan atribuida su re-
presentación. En las personas jurídicas 
ejercerán el derecho de sufragio activo 
mediante representante con poder sufi-
ciente. 

En lo que concierne al derecho de 
sufragio pasivo, regulado en el artículo 
29, los candidatos deberán poder ser 
electores y además tener la nacionalidad 
española o de la UE aunque se atenderá 
el principio de reciprocidad, llevar como 
mínimo dos años de ejercicio en la ac-
tividad empresarial en la demarcación 
territorial, estar al corriente en el pago 
del recurso cameral permanente, formar 
parte del censo de la Cámara, tener la 
condición de elector, ser mayor de edad 
si se trata de una persona física y no ser 
empleado de la Cámara ni estar partici-
pando en obras o concursos que aquélla 
haya convocado. La duración del man-
dato será de cuatro años aunque podrán 
ser reelegidos. Las personas naturales o 
jurídicas que resulten elegidos en más de 

un grupo deberán renunciar a los puestos 
de miembros del Pleno que excedan de 
uno, por escrito y en el plazo de tres días 
desde la fecha de la elección. 

El artículo 30 determina que el cen-
so electoral de las Cámaras comprenderá 
la totalidad de sus electores clasificados 
por grupos, y en su caso, por categorías, 
de acuerdo con el artículo 22 de la Ley.

El artículo 31 determina que diez 
días después de la apertura del proceso 
electoral las Cámaras deberán dar publi-
cidad durante treinta días naturales a sus 
respectivos censos, que serán los últimos 
revisados por las Cámaras, y deberán ser 
modificados, de oficio o a instancia de 
parte, con las altas y bajas debidamente 
justificadas.

Dispone el artículo 32 que las 
reclamaciones acerca de la inclusión o 
exclusión de las empresas podrán presen-
tarse de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 23.2 de la Ley, y que el Comité 
Ejecutivo resolverá las reclamaciones 
dentro de los veinte días siguientes a la 
finalización del plazo para interponerlas. 
Contra los acuerdos del Comité Ejecutivo 
se podrá interponer recurso de alzada ante 
la Consejería competente.

Según el artículo 33 la apertura del 
proceso electoral corresponde al órgano 
de la Administración del Estado que 
ostente la competencia en materia de 
Cámaras de Comercio, abriéndose el 
proceso electoral con la publicación de la 
resolución dictada al efecto en el Boletín 
Oficial del Estado. Tras la apertura del 
proceso electoral se procederá a la expo-
sición pública de los censos electorales y 
se abrirá el periodo para la interposición 
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y resolución de reclamaciones relativas 
a los mismos.

La convocatoria de elecciones se de-
sarrolla en el artículo 34 y establece que 
transcurridos los plazos previstos en los 
artículos 32 y 33 del presente Reglamento 
la Consejería competente, previa consulta 
a las Cámaras afectadas, convocará las 
elecciones mediante publicación de la 
Orden de convocatoria en el BORM con 
una antelación mínima de cuarenta días a 
la fecha de las elecciones. Se hará constar, 
además de lo requerido por el artículo 
24.3 de la ley, el número de mesas elec-
torales, el número de vocales a elegir, y la 
designación de las organizaciones empre-
sariales que deben realizar la propuesta 
de candidatos a vocales del Pleno a que 
se refiere el artículo 12 apartado 1b) de 
la Ley. Las elecciones de cada grupo o 
categoría se celebrarán en un solo día,  y 
simultáneamente si hay varios colegios.

El artículo 35 regula la Junta Elec-
toral, que se constituirá a los ocho días 
siguientes de la publicación de la Orden 
de convocatoria de las elecciones. Estará 
integrada, de acuerdo con el artículo 25.1 
de la Ley,  por tres representantes de los 
electores de las Cámaras elegidos por sor-
teo público entre una relación propuesta 
por el Pleno, dos representantes de la 
Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, uno de los cuales ejercerá la fun-
ción de Presidente, que serán designados 
por el Consejero competente, un secreta-
rio, con voz y sin voto, nombrado por el 
Consejero competente entre funcionarios 
de la citada Consejería y Secretarios Ge-
nerales de las Cámaras de la Región de 
Murcia. Además de las competencias que 

le son  expresamente atribuidas por la Ley 
y  el presente Reglamento, corresponden 
a la Junta Electoral resolver con carácter 
vinculante las consultas, así como las 
quejas, reclamaciones y recursos que 
se le dirijan por escrito, fijar el número 
de Mesas Electorales, adoptar cuantas 
resoluciones estime convenientes para 
el desarrollo del proceso electoral con 
transparencia y objetividad. En casos 
de urgencia en la consulta, queja, recla-
mación o recurso el Presidente podrá, 
bajo su responsabilidad, adelantar una 
respuesta provisional, sin perjuicio de su 
ratificación o modificación en la primera 
sesión que celebre la Junta. Las sesiones 
de la Junta Electoral son convocadas por 
el Presidente de oficio o a petición de 
dos vocales, con una antelación mínima 
de veinticuatro horas, siendo necesario 
para su válida constitución y toma de 
acuerdos la presencia de al menos cuatro 
de sus miembros, incluidos el Presiden-
te y el Secretario, siendo obligatoria la 
asistencia a las sesiones. Los acuerdos 
serán adoptados por mayoría de votos de 
los miembros presentes, dirimiendo los 
empates el voto de calidad del Presidente. 
Contra los acuerdos de la Junta Electoral 
se podrá interponer recurso de alzada ante 
la Consejería competente. La Consejería 
competente pondrá a disposición de la 
Junta Electoral los medios personales y 
materiales necesarios para el ejercicio de 
sus funciones. Su mandato se prolongará 
hasta la fecha de constitución de los nue-
vos Plenos, momento en el que quedará 
disuelta.

La presentación de candidaturas 
se desarrolla en el artículo 36. Para 
vacantes de cada grupo o categoría 



10

Dictamen   5/2006

deberán presentarse en la Secretaría de 
la Cámara correspondiente durante el 
plazo de quince días hábiles contados 
a partir del día siguiente al de la pu-
blicación de la Orden de convocatoria, 
y serán avaladas por la firma, como 
mínimo, del 5 por 100 de los electores 
del grupo o, en su caso, de la categoría 
correspondiente, salvo que el número de 
electores fuese superior a doscientos en 
cuyo caso bastará con la firma, siempre 
acreditada mediante fedatario público, 
de diez electores. Un mismo elector 
podrá avalar a varios candidatos. Al 
escrito de presentación de candidatura 
se deberán acompañar los documentos 
que acrediten el cumplimiento de los 
requisitos para ser miembro del Pleno. 
Las candidaturas se expondrán durante 
los dos días siguientes en la Secretaría 
de la Cámara para la presentación, en su 
caso, de alegaciones.

El artículo 37 se refiere a la pro-
clamación de candidaturas y determina 
que las proclamará la Junta Electoral  
dentro de los diez días siguientes a la 
finalización del plazo de presentación. 
Si resultara igual al de miembros a elegir 
su proclamación equivaldrá a la elección. 
Y si fuese inferior al de los miembros a 
elegir la Junta Electoral dará por elegidos 
a los proclamados, para que en el plazo 
de ocho días elegir un titular y dos su-
plentes para cubrir las vacantes, mediante 
sorteo siempre que  cumplan los requi-
sitos necesarios para ser miembro del 
Pleno. La Junta Electoral reflejará en un 
acta la proclamación de candidatos y las 
incidencias que se hubiesen producido y 
enviará copia certificada a la Dirección 
general competente.

El voto por correo se regula en el 
artículo 38, permitido en los casos de 
ausencia de la localidad en la fecha de 
la votación o por la imposibilidad de 
personarse en el colegio electoral. La 
solicitud, por escrito y en modelos nor-
malizados facilitados por la  Cámara, 
deberá  efectuarse  dentro de los veinte 
días siguientes al de la publicación de 
la Orden de convocatoria de elecciones. 
Deberán constar los datos de identifi-
cación del elector, y el grupo y, en su 
caso, las categorías en que se desea 
votar. La Secretaría General comprobará 
la inscripción en el censo electoral y 
emitirá certificación acreditativa de este 
extremo, y enviará al elector solicitante 
la documentación necesaria, relacionada 
detalladamente en el artículo, con una 
antelación mínima de diez días a la 
fecha de realización de las votaciones. 
El elector pondrá la papeleta de voto 
correspondiente dentro del sobre en 
cuyo anverso figura el Grupo y, en su 
caso, la Categoría, y una vez cerrado 
lo introducirá junto a la certificación de 
inscripción en el censo en el segundo 
sobre y lo remitirá por correo certificado 
a la Secretaría de la Junta Electoral res-
pectiva. No obstante, este elector podrá 
votar personalmente devolviendo a la 
mesa electoral dicha documentación en 
el acto de la votación. El Secretario de 
la Junta  Electoral entregará los votos 
recibidos por correo a los presidentes 
de las Mesas correspondientes antes de 
finalizar las votaciones, y terminada la 
votación el Presidente de la Mesa Elec-
toral introducirá en las urnas estos sobres 
tras las verificaciones correspondientes 
que se indican en el artículo.
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El artículo 39 trata sobre los cole-
gios y mesas electorales, constituyéndose 
los primeros en el número que establezca 
la Orden de convocatoria. Atendiendo al 
número de candidaturas proclamadas y 
al de Grupos en que haya de celebrarse 
efectivamente la votación, la Junta Elec-
toral podrá modificar el número de mesas 
electorales de cada colegio electoral, así 
como los criterios o reglas de distribución 
del electorado entre las mismas. Cada 
Mesa Electoral estará formada por un 
Presidente y dos Vocales, designándose 
asimismo dos suplentes del presidente y 
de los vocales, designados por la Junta 
Electoral mediante sorteo realizado entre 
una relación de electores en número de 
dos por cada grupo propuesta por el Pleno 
de la Cámara. El día de la elección se 
constituirá la mesa electoral en el lugar 
previsto y se extenderá acta de constitu-
ción. Si en el acto de la constitución no 
compareciesen los miembros designados 
titulares o suplentes asumirán sus fun-
ciones un representante de la Consejería 
competente, que actuará como Presidente, 
y uno o dos empleados de la Cámara que 
actuarán como vocales.

La regulación de los interventores se 
efectúa en el artículo 40. Cada candidato 
proclamado podrá designar, hasta cinco 
días antes de la fecha señalada para la 
votación, uno o dos Interventores por 
cada Colegio Electoral, cuya designación 
se formalizará ante la Secretaría General 
de la Cámara. Éste remitirá a la Junta 
Electoral y a los Colegios Electorales 
respectivos la relación. Los Intervento-
res podrán asistir  a la mesa electoral, 
participar en sus deliberaciones con voz 
pero sin voto, formular reclamaciones y 

recibir las certificaciones previstas en el 
presente Reglamento.

El artículo 41 regula la votación, 
que será personal y secreta y se celebrará 
los días y horas previstos en la Orden  de 
convocatoria de elecciones, y no podrá 
ser suspendida a no ser  por causa de 
fuerza mayor bajo  la responsabilidad 
del Presidente de la Mesa, en cuyo caso 
se levantará acta y se comunicará a la 
Consejería competente con el fin de que 
señale la fecha en que deberá realizarse 
nuevamente la votación. Los electores 
acreditarán en el momento del voto su 
personalidad y, en su caso, la representa-
ción, y una vez identificados introducirán 
la papeleta en un sobre normalizado que 
entregarán al  Presidente de la Mesa para 
que la deposite en la urna. Se podrá votar 
como máximo a tantos candidatos como 
miembros del Pleno tenga asignado el 
grupo o categoría. El Presidente de la 
Mesa tendrá autoridad exclusiva para 
conservar el orden y asegurar la libertad 
de los electores en el colegio electoral, y 
el elector que no cumpliera las órdenes 
e indicaciones del Presidente será expul-
sado del Colegio y perderá el derecho 
de votar.

El artículo 42 se refiere al escrutinio, 
y asigna al Presidente de la Mesa Electo-
ral  el cometido de introducir en la urna 
los sobres con las papeletas de voto por 
correo para proceder a continuación al 
escrutinio, que será público y del que se 
extenderá la oportuna acta que consig-
nará todos los resultados de la votación 
(votos emitidos personalmente y por 
correo, nulos, en blanco…). Relaciona el 
artículo los casos de declaración de votos 
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nulos y votos en blanco. Se considerarán 
elegidos, por su orden, el candidato o 
candidatos que hubiesen obtenido mayor 
número de votos y en caso de empate el 
de mayor antigüedad en el censo de la 
Cámara, y seguidamente el que satisfaga 
mayor cuota. Las reclamaciones deberán 
formularse en el acto, y por escrito, y 
serán resueltas por las Mesas Electorales 
también en el acto, sin perjuicio de las po-
sibles apelaciones y recursos que puedan 
plantearse. Las actas serán remitidas a la 
Secretaría de la Cámara correspondiente, 
donde quedarán depositadas. 

La proclamación de candidatos, 
regulada en el artículo 43, que corres-
ponderá a la Junta Electoral mediante 
acto público, será al tercer día hábil 
tras la finalización de las elecciones.  
De dicho acto se levantará acta firmada 
por los miembros de la Junta, en la que 
se hará constar el número total de votos 
emitidos, los anulados, en blanco, los 
votos obtenidos por cada candidato y 
los declarados elegidos, así como las re-
clamaciones que se hubieran presentado 
en dicho acto.

Según establece el artículo 44, el 
expediente electoral se archivará en las 
respectivas Cámaras y de él se remitirá 
copia certificada a la Consejería compe-
tente dentro de los diez días siguientes a 
la terminación de las elecciones.

El artículo 45 desarrolla la constitu-
ción de los nuevos Plenos, que será en el 
plazo de un mes desde la elección. A los 
siete días de la proclamación de los vo-
cales electos la Secretaría les entregará 
las credenciales. Siete días hábiles antes 
de la toma de posesión de esos vocales 

la organización empresarial designada 
en la resolución de convocatoria de elec-
ciones deberá proponer los candidatos 
a vocales del Pleno entre personas de 
reconocido prestigio económico de la 
demarcación que reúnan además el resto 
de los requisitos. Transcurrido el plazo 
para la entrega de credenciales la Junta 
Electoral convocará a los vocales electos 
a fin de que el día que se señale tomen 
posesión de sus cargos y procedan a la 
elección de los vocales a los que se re-
fiere el artículo 12.1.b) de la Ley, incluso 
aquellos miembros cuya proclamación 
hubiere sido objeto de recurso (en caso 
de posterior nulidad se proveerá la va-
cante). Para el acto de toma de posesión 
se formará una mesa de edad compuesta 
por los miembros de mayor y menor 
edad. Tras la configuración de una lista 
alfabética se propondrán candidatos 
y se procederá a la votación nominal, 
secreta e indelegable. A los tres días la 
mesa remitirá a la Consejería toda la 
información del proceso, el resultado 
de la votación y el acta, y la secretaría 
expedirá las credenciales acreditativas 
a los elegidos. La falta de designación 
de los vocales cooptados no impedirá la 
válida constitución del Pleno.

El artículo 46 regula la elección 
del Presidente y miembros del Comité 
Ejecutivo, para lo que establece que 
transcurrido el plazo previsto en el ar-
tículo 46.2.5º) del presente Reglamento 
la Junta Electoral procederá a realizar la 
convocatoria para constitución del Pleno, 
en un plazo inferior a diez días, en el 
que se procederá a elegir al Presidente y 
los miembros del Comité Ejecutivo, por 
votación nominal y secreta.
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El artículo 47 se refiere al funcio-
namiento de los órganos de gobierno 
en el periodo electoral, durante el que 
continuarán en el ejercicio de sus funcio-
nes hasta la constitución de los nuevos 
Plenos o designación de una Comisión 
Gestora, limitando sus actuaciones a la 
gestión, administración y representación 
ordinaria. La adopción de cualquier otro 
acuerdo requerirá la autorización previa 
de la Consejería competente. 

El capítulo sexto desarrolla el Régi-
men económico y presupuestario de las 
Cámaras. El artículo 48 establece que 
dispondrán de los recursos establecidos 
en la estatal Ley 3/1993 y en la Ley 
9/2003. Las Cámaras estarán obligadas a 
exigir el recurso cameral permanente que 
les corresponde, cuya obligación de pago, 
devengo y recaudación vendrá regulada 
por las disposiciones legales vigentes. 

El artículo 49 indica que las Cá-
maras deberán elaborar anualmente el 
presupuesto ordinario, que será elevado 
a la Dirección General competente  antes 
del 31 de octubre, así como deberán for-
malizar los presupuestos extraordinarios 
para la realización de obras y servicios 
no previstos en el presupuesto ordina-
rio, elevándolos igualmente a la citada 
Dirección General  para su aprobación. 
Ésta podrá establecer las instrucciones 
necesarias para la elaboración de tales 
presupuestos. Se considerarán aproba-
dos, al igual que las liquidaciones, si la 
Dirección General no formula objeción 
alguna en el plazo de dos  meses desde su 
recepción. En caso contrario se entenderá 
prorrogado el presupuesto del año ante-
rior hasta que no sea aprobado el nuevo 

presupuesto. La liquidación de cuentas 
del ejercicio precedente deberá elevarse a 
la Dirección General antes del 1 de julio, 
junto con el correspondiente informe de 
auditoría. También indica el artículo que 
las Cámaras estarán obligadas a mantener 
un sistema contable que refleje y permita 
conocer el movimiento de entradas (in-
gresos y gastos) y las variaciones de su 
patrimonio.

El artículo 50 determina que los 
actos de disposición de inmuebles y de 
valores mobiliarios —salvo las operacio-
nes de tesorería—, y las operaciones de 
crédito por importe superior al diez por 
ciento de los ingresos netos por recurso 
cameral permanente del ejercicio requie-
ren autorización previa de la Dirección 
General competente, entendiéndose 
concedida esta autorización si no expresa 
objeción alguna en el plazo de un mes.

El capítulo séptimo regula el Con-
sejo de Cámaras de Comercio en tres 
secciones que comprenden diez artículos. 
En la primera, compuesta por el artículo 
51, determina que tendrá la naturaleza 
jurídica que establece el artículo 36 de 
la Ley.

El artículo 52 relaciona sus funcio-
nes, que además de las que le atribuye 
el artículo 37 de la Ley le asigna las de 
asesorar a las Corporaciones locales en 
temas de su competencia; proponer a 
estas entidades cuantas reformas o me-
didas estime necesarias para la defensa 
y fomento de los intereses generales del 
comercio, la industria y la navegación; 
informar en los supuestos de fusión e 
integración de Cámaras, y de alteración 
de su demarcación territorial, así como en 
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los supuestos de suspensión de actividad 
o disolución de los órganos de gobierno 
de las Cámaras. También, cualesquiera 
otras funciones de naturaleza público-
administrativa, que le encomiende o dele-
gue la Administración autonómica y que 
no implique duplicidad ni suplantación 
de las funciones atribuidas a las Cámaras 
por la legislación vigente.

Cinco artículos integran la segunda 
sección, dedicada a la Organización 
del Consejo de Cámaras. De ellos, el 
artículo 53 remite a la composición del 
artículo 38.1 de la Ley y fija un mandato 
de cuatro años. Se constituye dentro de 
los dos meses siguientes al de la consti-
tución de los Plenos de las Cámaras, y 
los miembros dentro del mes siguiente 
a la constitución de los nuevos Plenos. 
En caso de fusión o integración de dos 
o más Cámaras las afectadas mantienen 
su representación en el Consejo durante 
el resto del mandato.

El artículo 54 establece que la sede 
oficial del Consejo de Cámaras de Comer-
cio será la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Navegación de Murcia.

El artículo 55 desarrolla su fun-
cionamiento, instando inicialmente a 
que elabore un Reglamento de Régimen 
Interior para que sea aprobado definiti-
vamente por la Dirección General com-
petente. Su modificación podrá realizarse 
a instancia de la Dirección  General  o 
del propio Consejo, si bien en este caso 
deberá ser aprobada por aquélla. Para su 
constitución se requiere la asistencia de 
los representantes con derecho a voto de 
las tres Cámaras que lo integran, además 
del Presidente y del Secretario General 

del mismo. Los acuerdos se adoptarán 
por unanimidad de sus miembros salvo 
lo previsto para la elección del Secretario 
General. El Consejo decidirá en cada 
caso la forma en que deben ejecutarse los 
acuerdos que se adopten, los destinatarios 
de los mismos y demás circunstancias 
relativas a su cumplimiento. Serán dos 
las sesiones ordinarias anuales además 
de las que puedan convocarse extraordi-
narias, incluso en los casos de urgencia 
que determine el Reglamento de Régimen 
Interior, a instancia del Presidente o cuan-
do lo soliciten la mitad más uno de sus 
miembros. Los miembros podrán asistir a 
las sesiones personalmente o representa-
dos mediante escrito limitado a la sesión 
por otro miembro del Consejo.

El artículo 56 establece que la Pre-
sidencia del Consejo será ejercida por los 
Presidentes de cada Cámara de Comercio, 
fijando al de Murcia un periodo de 27 
meses, catorce al de Cartagena y siete 
meses al de Lorca, siguiendo el orden 
citado. Además de ostentar la representa-
ción del Consejo le compete velar por la 
ejecución de los acuerdos, la convocatoria 
y presidencia de las sesiones, disponer 
cuanto considere conveniente en lo que 
se refiere al régimen económico del 
Consejo y cualesquiera otras que se le 
confieran reglamentariamente o en otras 
disposiciones legales.

El artículo 57 determina que el 
Secretario General del Consejo será 
elegido entre los Secretarios Generales 
de las Cámaras que lo integran, por 
mayoría ponderada en proporción al 
número de altas en el Impuesto sobre 
Actividades Económicas existente en 
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la demarcación de la Cámara a la que 
representen. Sus atribuciones serán las 
de convocatoria de las sesiones del Con-
sejo por orden del Presidente, asistencia 
a las sesiones del Consejo y velar por 
la legalidad de los acuerdos, redactar y 
autorizar las actas, impulsar y coordinar 
las actuaciones del Consejo, gestionar y 
ejecutar sus acuerdos, recibir los actos 
de notificación de los miembros, expedir 
certificaciones de las consultas, dictá-
menes y acuerdos aprobados, dirigir 
los servicios del Consejo y cualesquiera 
otras funciones inherentes a su función 
de Secretario.

La tercera sección configura el régi-
men económico del Consejo de Cáma-
ras. El artículo 58 regula que los medios 
personales y materiales del Consejo 
necesarios para hacer frente a los gastos 
de funcionamiento serán proporcionados 
por las Cámaras en proporción al volu-
men total de los conceptos integrados en 
el recurso cameral permanente deven-
gado, según la liquidación del ejercicio 
anterior.

El artículo 59 requiere la aprobación 
anual de un presupuesto de gastos, que 
deberá ser ratificado por las Cámaras en un 
plazo de diez días hábiles desde su aproba-
ción entendiéndose aprobado si las Cámaras 
no manifiestan expresamente su oposición 
dentro de plazo. El proyecto de presupues-
tos anuales ordinarios y extraordinarios, en 
su caso, y sus liquidaciones se elevarán a 
la Dirección General  competente para su 
aprobación definitiva, en la misma forma y 
plazos previstos para las de las Cámaras.

El artículo 60 faculta al Consejo 
para que pueda acordar la adquisición o 
cualquier otro acto de disposición relativo 
a inmuebles y valores, operaciones de 
crédito, y la celebración de contratos, con 
sujeción a lo establecido sobre tutela ad-
ministrativa para las Cámaras en la Ley y 
en el presente Reglamento. La eficacia de 
los acuerdos que impliquen obligaciones 
económicas para las Cámaras distintas de 
las previstas en el presupuesto de gastos 
del Consejo quedará supeditada a la ra-
tificación expresa de todas las Cámaras 
que lo integran.

III. OBSERVACIONES

A) De carácter general

La Consejería de Turismo, Comercio 
y Consumo ha remitido a este Consejo el 
Proyecto de Decreto por el que se aprue-
ba el Reglamento General de la Ley de 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria 
y Navegación de la Región de Murcia 

(en lo sucesivo, el Proyecto) para que 
se emita el preceptivo Dictamen de este 
Órgano previsto en su ley de creación. El 
Proyecto consta de todos los documentos 
requeridos por la Ley regional 6/2004, de 
28 de diciembre, en lo que concierne al 
procedimiento de elaboración de los re-
glamentos y disposiciones de carácter ge-
neral emanadas del Consejo de Gobierno. 
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Entre otros, los respectivos informes del 
Servicio Jurídico de la Secretaría General 
y del Servicio de Comercio, en respuesta 
al anterior, de la Consejería proponente, 
el estudio económico, la memoria jus-
tificativa de su oportunidad, el informe 
sobre impacto por razón de género y la 
transcripción del acuerdo adoptado en 
la sesión del Consejo Asesor Regional 
de Comercio en la que fue sometido a 
informe el borrador del Proyecto, por 
lo que este Consejo ha dispuesto de  in-
formación suficiente para formular sus 
apreciaciones.

Este Proyecto tiene su antecedente 
inmediato en la Ley 9/2003, de 23 de 
diciembre, de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Navegación de la 
Región de Murcia, que en su disposición 
final segunda concede el plazo de un año 
desde la entrada en vigor de la misma 
para que el Consejo de Gobierno apruebe 
la normativa de desarrollo. Por tanto, la 
oportunidad de la norma es incuestiona-
ble a la vista del precepto referido. Sin 
embargo, al margen de la obligatoriedad 
legal de que se elabore el desarrollo 
reglamentario previsto por la Ley, es in-
objetable la conveniencia de disponer de 
una norma marco que amplíe lo dispuesto 
por aquélla, unifique y marque criterios 
comunes claros a las Cámaras en todos 
los aspectos relativos a su organización 
y funcionamiento. Aunque la ausencia 
de este Decreto no ha supuesto un vacío 
normativo pues otras regulaciones estata-
les han cumplido esa función, a juicio del 
Consejo la norma que se propone mejora 
sustancialmente la regulación vigente y 
enriquece el cuerpo normativo regional, 
sin perjuicio de las apreciaciones que pos-

teriormente se expresan. No puede este 
Consejo eludir, no obstante, su conside-
ración de que el retraso acumulado desde 
la finalización del plazo establecido en la 
Ley para su aprobación es excesivo, aun 
cuando pudiera ser causado, parcialmente 
al menos, por el intento de consensuar 
con las Cámaras los temas fundamentales 
del Proyecto. 

Particularmente favorable, a criterio 
del CESRM, ha sido no ya el proceso 
de consulta a las entidades afectadas que 
se ha seguido en su tramitación sino de 
participación efectiva en el mismo, que 
se aprecia de la lectura del acuerdo de la 
sesión en la que se aprobó el borrador del 
Proyecto por el Consejo Asesor Regional 
de Comercio. Del mismo se desprende 
que se ha ido más allá de la mera remisión 
de un borrador para la presentación de 
alegaciones, y que han sido numerosas las 
reuniones de contenido técnico y político 
mantenidas por la Consejería proponente 
con representantes de las Cámaras para 
que expresaran su parecer sobre el Pro-
yecto. Sin perjuicio de que el resultado no 
haya proporcionado acuerdos unánimes 
en todos los aspectos del texto, el CES-
RM valora favorablemente la participa-
ción otorgada a las Cámaras en el proceso 
de elaboración de la norma.

Como se indicaba, el Consejo con-
sidera que el Reglamento que se somete 
a Dictamen incorpora una regulación 
más completa y precisa en las cuestiones 
fundamentales del funcionamiento de las 
Cámaras. Particularmente, los capítulos 
dedicados a la Organización y el Régimen 
Electoral suponen un desarrollo más am-
plio y minucioso respecto  a la normativa 
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actual, lo que puede favorecer una mejor 
gestión y transparencia de los procesos 
electivos. No obstante, podría haber sido 
conveniente determinar un contenido 
mínimo más amplio al que requiere la 
Ley 9/2003 para la elaboración de los 
Reglamentos de Régimen Interior de 
las Cámaras, especialmente teniendo en 
cuenta la relativa cantidad de cuestiones 
cuya determinación remite el Proyecto 
a tales Reglamentos, reforzando así la 
autonomía de estas entidades. 

Según se desprende de la lectura 
del acta de la sesión del Consejo Asesor 
Regional de Comercio en la que fue 
informado el borrador del Proyecto, la 
decisión respecto a la presidencia del 
Consejo de Cámaras Oficiales de Co-
mercio, Industria y Navegación ha sido 
la más controvertida. La incapacidad 
de encontrar un sistema de reparto del 
tiempo de presidencia entre las tres Cá-
maras que concitara la unanimidad ha 
supuesto una propuesta, contenida en el 
artículo 56, por la que a la de Murcia le 
corresponderá veintisiete meses y a las de 
Cartagena y Lorca catorce y siete meses 
respectivamente. El CESRM lamenta la 
falta de consenso en este punto pero, ante 
ello, comparte la propuesta del Proyecto 
de repartir los cuatro años de duración del 
mandato siguiendo un criterio que, aun no 
estando indicado en el expediente, parece 
aproximarse a la participación relativa 
que suponen en cada una los ingresos 
por el recurso cameral, pero elevando la 
cuota que estrictamente correspondería a 
las de menor dimensión.

Hay un aspecto concreto en cuanto 
a la estructura del Reglamento que me-

recería ser objeto de reflexión, también 
planteado por el Servicio Jurídico de 
la Consejería y no resuelto totalmente 
a juicio del CESRM. La exposición de 
motivos indica que se ha optado “por el 
sistema de no reproducir íntegramente en 
su texto el de la Ley de Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria y Navegación, 
por los problemas de inseguridad que 
podría derivar de las dudas sobre el 
rango normativo de los respectivos pre-
ceptos.”  Sin embargo, la adopción de 
este criterio, que el CESRM comparte en 
aras a garantizar el principio de seguridad 
jurídica aun cuando haga las normas algo 
menos accesibles al ciudadano, no se ha 
seguido estrictamente en la redacción del 
Proyecto. De hecho, coexisten artículos 
o apartados en los que se remite directa-
mente al artículo correspondiente de la 
ley (por ejemplo, el artículo 22); otros 
en los que, citando expresamente que es 
además de lo dispuesto en la norma legal, 
se desarrolla lo allí preceptuado, lo que 
constituye el objetivo fundamental de un 
Reglamento (artículo 24); y otros, abun-
dantes, en los que se indica que se regula 
según acuerda un determinado artículo 
de la ley pero se reproduce el texto de 
la disposición legal. Aunque a veces esa 
transcripción no es literal y puede generar 
problemas de interpretación y, en contra 
del objetivo pretendido, generar insegu-
ridad jurídica. Por ejemplo, el artículo 12 
del Proyecto regula la composición del 
Comité Ejecutivo y para ello reproduce 
casi totalmente los tres primeros apar-
tados del artículo 12 de la Ley 9/2003, 
pero la referencia que ésta efectúa a los 
apartados a) y b) del punto 1 de dicho 
artículo es reemplazada en el Proyecto 
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por el artículo 7 del propio texto regla-
mentario; cita errónea puesto que éste se 
refiere a la delegación de funciones (sería 
conveniente revisar el texto pues se ha 
deslizado algunas erratas –artículos 11.2 
y 23.3, por ejemplo– al remitir a otros 
artículos del Proyecto o de la Ley). El 
CESRM considera que sería oportuno 
unificar la sistemática a seguir y limitar 
el contenido del Proyecto a lo que estric-
tamente supone desarrollo reglamentario 
de la Ley de Cámaras.

B) Al articulado

El artículo 4 desarrolla el procedi-
miento a seguir para la alteración de las 
demarcaciones territoriales de las Cáma-
ras, uno de cuyos requisitos fijados por 
la Ley 9/2003 (en lo sucesivo la Ley), 
artículo 6.1.c) es “que la alteración de 
las demarcaciones no tengan como re-
sultado una disminución de los recursos 
camerales que impida a cualquiera de 
las Cámaras llevar a cabo las funciones 
que se le atribuyen”. Aquel determina 
al final del punto 1 que “se acompañará 
la justificación del cumplimiento del re-
quisito establecido en el artículo 6.1.c) 
de la Ley”. En opinión del Consejo esa 
redacción es indeterminada y ambigua 
y no cumple el objetivo pretendido de 
desarrollar el precepto legal. Debiera 
indicarse qué tipo de documentos o 
estudios económicos se deberán aportar 
para justificar esa cuestión como, por 
ejemplo, estimación de la cuantía en que 
se minorarán los recursos camerales en 
aquella que pierda municipios, impacto 
en el presupuesto ingresos y gastos, 

incidencia en el nivel de prestación de 
servicios, etc.

El artículo 5 desarrolla el procedi-
miento de fusión e integración de Cáma-
ras y determina en el apartado 1.c) que la 
aprobación será por Decreto del Consejo 
de Gobierno en el que se “especificarán 
todas las determinaciones correspondien-
tes al régimen patrimonial, económico y 
de personal de las Cámaras afectadas 
por el proceso de fusión o integración, así 
como –en caso de integración– las dispo-
siciones relativas al cese de los órganos 
de gobierno de la Cámara integrada o, en 
su caso, fórmulas de participación en los 
órganos de gobierno de la Cámara en la 
que se integra”. El CESRM observa que 
se ha tenido en cuenta acertadamente la 
incidencia del proceso en los órganos de 
gobierno en los casos de integración, pero 
no se ha hecho lo mismo en el supuesto 
de la fusión, que generará una entidad de 
nueva creación.

El mismo artículo 5 establece en 
su apartado 2.a) que en los supuestos 
de fusiones e integraciones de Cámaras 
“el procedimiento se iniciará por Orden 
del Consejero competente en materia de 
Cámaras Oficiales de Comercio, Indus-
tria y Navegación, que se notificará a las 
Cámaras afectadas, para que en el plazo 
de un mes, como mínimo, formulen las 
alegaciones que estimen convenientes”. 
El Consejo considera que el objetivo de 
la disposición es notificar a las Cámaras 
el inicio del procedimiento y el plazo que 
dispondrán para presentar alegaciones, 
que será de un mes como mínimo al 
objeto de garantizar el tiempo suficiente 
para que estudien y formulen las ob-
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servaciones. Pero de la lectura pudiera 
interpretarse que sólo se impone un plazo 
mínimo de un mes para la presentación 
de las alegaciones, sin que exista plazo 
máximo, por lo que se sugiere modificar 
la redacción para clarificar la norma.

El artículo 9 desarrolla la composi-
ción del Pleno establecida por el artículo 
12 de la Ley. Éste determina tres clases de 
vocales: los electos, en número no inferior 
a 11 ni superior a 40 (apartado 1.a); los 
elegidos por el Pleno entre personas de 
reconocido prestigio en la vida económi-
ca de la demarcación territorial que sean 
titulares o representantes de empresas y 
sean propuestos por las organizaciones 
empresariales, en número comprendido 
entre el 10% y el 15% de los anteriores; 
y los vocales cooperadores, personas de 
reconocido prestigio con voz pero sin 
voto cuyo número no podrá exceder de la 
cuarta parte de los miembros electivos. El 
referido artículo 9 del Proyecto especifica 
en los dos últimos casos que el Regla-
mento de Régimen Interior determinará 
el número de dichos vocales, pero en lo 
que concierne a los primeros solo esta-
blece que su “clasificación en secciones, 
ramas, grupos y categorías, en atención 
a la importancia económica relativa a 
los distintos sectores representados se 
llevará a cabo en la forma que se esta-
blezca en los respectivos Reglamentos 
de Régimen Interior”. Por otra parte, el 
artículo 18 de la Ley asigna el siguiente 
contenido mínimo a dicho Reglamento, 
que constará de la estructura de Pleno, 
el número y la forma de elección de los 
miembros del Comité Ejecutivo y en 
general las normas de funcionamiento 
de sus órganos de gobierno, y la organi-

zación y el régimen del personal al ser-
vicio de la Cámara. Aun cuando pudiera 
interpretarse que en la definición de la 
estructura del Pleno va comprendida la 
cuantificación del número de miembros, 
sería conveniente que el apartado 9.1.a) 
del Proyecto especifique que el Regla-
mento de Régimen Interior indicará, 
además de lo expresado anteriormente, 
el número de los vocales electos.

El artículo 29 regula el derecho 
de sufragio pasivo y exige, entre otros 
requisitos, llevar como mínimo dos años 
de ejercicio en la actividad empresarial en 
la demarcación territorial de la Cámara 
a cuyas elecciones concurran. Pudiera 
clarificar más la disposición indicar la 
referencia temporal que se tomará para 
computar el periodo de dos años (fecha 
de apertura del proceso electoral, la de 
convocatoria de las elecciones, la de 
celebración de las elecciones…).

El artículo 30 determina que “el 
censo electoral de las Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria y Navegación de 
la Región de Murcia comprenderá la to-
talidad de sus electores clasificados por 
grupos, y en su caso, por categorías, de 
acuerdo con el artículo 22 de la Ley”. 
Sin embargo, el referido artículo de la 
Ley ofrece un contenido más amplio y 
expresa que “el censo electoral de las 
Cámaras comprenderá la totalidad de 
sus electores, clasificados por grupos y 
por categorías, en la forma que se de-
termine reglamentariamente”. A la vista 
de uno y otro no parece que el Proyecto 
cumpla el precepto legal de proceder al 
desarrollo reglamentario requerido por 
la Ley.
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El artículo 34 establece en su apar-
tado 2 que la Orden de convocatoria de 
las elecciones se publicará, además de 
en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia, en, al menos, uno de los diarios 
de mayor circulación dentro de la cir-
cunscripción de cada Cámara. Y también 
que estas entidades darán publicidad a la 
convocatoria en sus sedes sociales y en 
sus delegaciones, así como en aquellos 
lugares y por los medios que consideren 
más oportunos.

Nada que objetar a la propuesta. Pero 
considera el CESRM que el Reglamento 
ofrece una oportunidad excelente para 
aprovechar la potencialidad que incorpo-
ran las nuevas tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones e introducir 
disposiciones que favorezcan su uso. Es 
decir, aunque es muy probable que las Cá-
maras lo hagan sin necesidad de explici-
tarlo, sería conveniente recoger que dicha 
Orden se expondrá en la página web de las 
entidades para facilitar la divulgación de 
la información. Es una expresión formal 
con la que se manifiesta el compromiso 
de la Administración por promover una 
relación más eficiente con los ciudadanos, 
que paulatinamente debiera introducirse 
con carácter general en otras disposicio-
nes. Pero esta sugerencia no se limita a 
este aspecto singular. Es extensible a toda 
aquella parte del procedimiento que el 
Proyecto permita. Por ejemplo, la expo-
sición del censo electoral, la presentación 
de alegaciones por vía telemática, las 
citaciones por igual medio, etc.

El artículo 41 desarrolla el proce-
dimiento de votación y no menciona las 
actuaciones a seguir ante posibles recla-

maciones en el proceso. Pero en el artículo 
siguiente, al regular el escrutinio, indica 
que una vez finalizado el procedimiento 
de introducción en las urnas de las papele-
tas correspondientes al voto por correo, y 
“una vez resueltas, en su caso, las recla-
maciones sobre la votación, se procederá 
por la Mesa a realizar el escrutinio, que 
será público”. Se contempla, por tanto, 
la eventual presentación de reclama-
ciones al proceso de votación. A juicio 
del Consejo esta cuestión, controvertida 
llegado el caso, requeriría algún tipo de 
regulación. Por ejemplo, indicando que se 
deberán presentar por escrito para dejar 
constancia, la posibilidad de que exista 
un modelo normalizado a disposición de 
los votantes, la competencia y el momento 
para su resolución así como la mayoría 
necesaria para ello, etc.

El artículo 52 relaciona las fun-
ciones que le corresponden al Consejo 
de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación de la Región de 
Murcia, adicionales a las establecidas en 
el artículo 36 de la Ley. Pero en ningu-
na de ellas se incluye una función que 
otras disposiciones de diferente rango, 
anteriores y posteriores a la Ley, le han 
conferido. En concreto, la de designar 
representantes en órganos consultivos del 
Gobierno Regional. Por ejemplo en este 
propio Consejo y, más recientemente, en 
el Consejo Interuniversitario de la Región 
de Murcia creado por la Ley 3/2005. En 
opinión del CESRM debería incluirse 
esta competencia entre las asignadas al 
Consejo de Cámaras.

Además, teniendo en cuenta que 
según establece el artículo 55.3 del Pro-
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yecto los acuerdos del Consejo serán por 
unanimidad de sus miembros (convendría 
especificar que de los miembros presen-
tes para evitar que la simple inasistencia 
pueda impedir la adopción de acuerdos), 
salvo para la elección del Secretario 
General que se hará mediante voto pon-
derado, sería conveniente reflexionar 
acerca de la oportunidad de que ese tipo 
de nombramientos en órganos consultivos 
también sea excepcionada de la unanimi-
dad, ya que la ausencia de consenso iría 
en detrimento de la conveniente presencia 
de las Cámaras en tales Órganos.

El artículo 56 regula la figura del 
Presidente del Consejo de Cámaras. 
Como se indicó inicialmente, el Proyecto 
distribuye los cuatro años de mandato en 
tres periodos de veintisiete, catorce y sie-
te meses a desempeñar en ese orden por 
los presidentes de las Cámaras de Murcia, 
Cartagena y Lorca. A juicio del CESRM, 
sería oportuno que en el propio artículo 
se incluyera una regulación específica 
acerca del procedimiento a seguir para las 
sucesivas tomas de posesión: competen-
cia para la convocatoria, antelación con 
la que debe efectuarse, etc.

IV. CONCLUSIONES

1.- El Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia valora positi-
vamente el Proyecto de Decreto por el 
que se aprueba el Reglamento General 
de la Ley de Cámaras Oficiales de Co-

mercio, Industria y Navegación de la 
Región de Murcia, sin perjuicio de las 
observaciones formuladas en el cuerpo 
del dictamen.

Murcia, a 30 de junio de 2006

Vº Bº
El Presidente del Consejo 
Económico y Social
Antonio Reverte Navarro

El Secretario General del Consejo 
Económico y Social
Isidro Ródenas Ruiz





23

Fotocomposición e impresión: Compobell, S.L.

ISSN: 1135-3430

Depósito Legal: MU-1342-2006

4.
SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY DE RENTA 
BÁSICA DE INSERCIÓN DE LA COMUNIDAD AU-
TÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA

5.
SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE 
SE APRUEBA EL REGLAMENTO GENERAL DE LA 
LEY DE CÁMARAS OFICIALES DE COMERCIO, 
INDUSTRIA Y NAVEGACIÓN DE LA REGIÓN DE 
MURCIA.

Dictámenes 2006

1.
SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY DE PESCA 
MARÍTIMA Y ACUICULTURA DE LA REGIÓN DE 
MURCIA.

2.
SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 
REGULAN LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATI-
VOS EN MATERIA DE ADOPCIÓN DE MENORES EN 
LA REGIÓN DE MURCIA.

3.
SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE 
SE APRUEBA EL ESTATUTO BÁSICO DE CENTROS 
DE DÍA DE PERSONAS MAYORES DE LA REGIÓN DE 
MURCIA DEL INSTITUTO DE SERVICIOS SOCIALES 
DE LA REGIÓN DE MURCIA.




